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Señora Juez 
ROSSE MAIRE MESA CEPEDA 

JUZGADO 21 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ, D.C. 
E.   S.   D. 

 
 
Referencia:  Contestación demanda  

Expediente: 2021-00383 
   Actor: YARLEDIS MARÍA GARAVITO GAIBAO 

Demandado: Fondo de Previsión Social del Congreso de la 
República 
Medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 
JOSÉ ARMANDO RONDÓN REYES, mayor de edad y vecino de esta ciudad, 

abogado con tarjeta profesional No. 109.262 expedida por el Consejo Superior de la 
Judicatura e identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.394.944 de Bogotá, en 
ejercicio del poder conferido por el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA, estando dentro del término legal procedo a dar 
contestación a la demanda de la referencia, en los siguientes términos:  
 

I. A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones y solicito que sean desestimadas, 
toda vez que se fundamentan en normas jurídicas no aplicables al caso en concreto 
y que no desvirtúan la legalidad de los actos administrativos atacados, esto es, las 

Resoluciones 0193 del 7 de abril y 0312 del 11 de junio, ambas de 2021, ya que 
éstas no desconocen norma legal alguna. 

 
En consecuencia, no deberá accederse a la pretensión de: i) reconocer a la señora 
YARLEDIS MARÍA GARAVITO GAIBAO, el acrecimiento de la mesada pensional con 

ocasión del fallecimiento de la señora JOSEFINA URIBE DE DIAZ CALLEJAS, ii) el 
pago del retroactivo, iii) indexación e intereses moratorios, toda vez que no hay lugar 

a ellos y, iv) los gastos y costas del proceso.  
 
II. EXCEPCIÓN PREVIA. COSA JUZGADA. 

 
La demandante a través de su apoderado solicita la aplicación de las disposiciones 

legales tendientes a acrecer su mesada pensional por cuenta del fallecimiento de la 
cónyuge supérstite JOSEFINA URIBE DE DIAZ CALLEJAS, quien compartía con la 
hoy demandante la mesada pensional del causante MANUEL APOLINAR DIAZ 

CALLEJAS, en virtud del proveído judicial del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, del 19 de septiembre de 2012, que 

aprobó el Acta de Conciliación, en la que se especifican las fórmulas del acuerdo al 
que llegaron las beneficiarias. 
 

Como se indica en los actos administrativos demandados, FONPRECON le dio 
cumplimiento cabal al fallo judicial, asignando a las beneficiarias una distribución del 
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derecho a sustituir la mesada pensional que en vida disfrutó el de cujus en un 50% a 

favor de cada una. 
 
La Entidad que apodero fundó su decisión en el fallo judicial aprobatorio del acuerdo 

conciliatorio, que advierte con toda precisión a las partes el cumplimiento de las 
directrices consagradas en la Ley 797 de 2003, artículo 13, que hace tránsito a cosa 

juzgada y presta mérito ejecutivo. 
 
Por esto conviene precisar que la función del Fondo de Previsión Social del 

Congreso de la República, como entidad administradora del Régimen de Prima 
Media con prestación definida, se contrae a acatar lo que voluntaria y libremente 

convinieron las partes para sí mismas en relación con la prestación de 
sobrevivientes.  
 

Por lo anterior, puede concluirse y con toda claridad que nos encontramos frente a 
una situación jurídica consolidada que se materializó en el Acuerdo Conciliatorio 

suscrito entre las partes, del que irradian efectos vinculantes e inmutables para esta 
entidad, que se encuentra en la obligación de obedecer. Con relación a la definición y 
los efectos de la cosa juzgada ha estatuido la H. Corte Constitucional: 
 

<<La cosa juzgada es una institución jurídico procesal mediante la cual se otorga 
a las decisiones plasmadas en una sentencia y en algunas otras providencias, el 
carácter de inmutables, vinculantes y definitivas. Los citados efectos se conciben 
por disposición expresa del ordenamiento jurídico para lograr la terminación 
definitiva de controversias y alcanzar un estado de seguridad jurídica. De esta 
definición se derivan dos consecuencias importantes. En primer lugar, los efectos de la 
cosa juzgada se imponen por mandamiento constitucional o legal derivado de la 
voluntad del Estado, impidiendo al juez su libre determinación, y en segundo lugar, el 
objeto de la cosa juzgada consiste en dotar de un valor definitivo e inmutable a las 
providencias que determine el ordenamiento jurídico. Es decir, se prohibe a los 
funcionarios judiciales, a las partes y eventualmente a la comunidad, volver a 
entablar el mismo litigio.>>1(Subraya y negrilla fuera de texto) 

 

Ahora bien, los efectos de la conciliación también han sido abordados por el 
legislador, en el artículo 66 de la Ley 446 de 1998: 
 

<<Artículo 66. Efectos. El acuerdo conciliatorio hace tránsito a cosa juzgada y el acta 
de conciliación presta mérito ejecutivo. Ver Decreto Nacional 30 de 2002>> 

 

Así las cosas, la Entidad que apodero carece de competencia para reformar un 
acuerdo conciliatorio que hace tránsito a cosa juzgada y se encuentra en firme para 

las partes y para el Fondo de Previsión Social del Congreso de la República.  
 

Se adjunta al presente escrito la providencia del 19 de septiembre de 2012, mediante 
la cual el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, 
aprobó el acuerdo conciliatorio al que llegaron las solicitantes de la prestación en 

proporción del 50% a cada una de ellas. 
 

 
1 Sentencia C-774/2001 M.P. Rodrigo Escobar Gil 
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En todo caso, procedo a pronunciarme sobre el libelo demandatorio en los siguientes 

términos: 
 
II.  CONTESTACIÓN A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
1. Es cierto que mediante Resolución No. 0092 del 6 de marzo de 1997, 

FONPRECON reconoció una pensión mensual vitalicia de jubilación vejez a favor del 
señor MANUEL APOLINAR DIAZ CALLEJAS y es cierto que la demandante es 
beneficiaria del 50% de la prestación de causante con ocasión del acuerdo 

conciliatorio al que llegaron las disputantes de la prestación en proporción del 50% a 
cada una de ellas, aprobado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda, Subsección A, mediante proveído del 19 de septiembre de 2012, 
dentro de los expedientes acumulados: 250002325000201101111900 y 
25000232500020110099500.   

 
2. Es cierto que la demandante solicitó a FONPRECON el acrecimiento de la 

prestación con ocasión del fallecimiento de la señora JOSEFINA URIBE DE DIAZ 
CALLEJAS. 
 

3. Respecto de lo señalado en el numeral 3, es cierto que mediante Resolución 0193 
del 7 de abril de 2021, FONPRECON resolvió la solicitud de acrecimiento de la 

mesada pensional. Lo demás resultan ser apreciaciones subjetivas del apoderado de 
la señora GARAVITO GAIBAO. 
 

4. Es cierto que contra la Resolución 0193 del 7 de abril de 2021, se presentó 
recurso de reposición por parte de la señora GARAVITO GAIBAO. 

 
5. Es cierto que mediante Resolución 0312 del 11 de junio de 2021, FONPRECON 
resolvió el recurso de reposición interpuesto y en esa medida confirmó que la señora 

GARAVITO GAIBAO, no cumple con los requisitos para el acrecimiento de la 
mesada pensional. 
 

Lo demás son apreciaciones subjetivas del apoderado de la demandante, las cuales 
constituyen precisamente el objeto de debate. 

 
III. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD. CARGA DE LA PRUEBA 
 

Sea lo primero establecer que los actos administrativos, entre esos, las Resoluciones 
0193 del 7 de abril y 0312 del 11 de junio, ambas de 2021, gozan de la presunción 

de legalidad. Y, como lo expresa Gustavo Humberto Rodríguez2: 
 

“Hablar de presunción de legalidad significa tener anticipadamente como ajustado a 
derecho, a la ley, toda norma jurídica. Según esta presunción, en términos generales, a 
la ley se le considera constitucional, a toda sentencia se le aprecia como válida y 
jurídica, y a todo acto de la Administración Pública se le considera legal, o conforme a 
derecho”  

 

 
2Derecho Administrativo General, 2ª Edición, Editorial Ciencia y Derecho, Bogotá 1.995, p. 241. 
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Corroborando lo anterior, este tipo de presunción es considerado por Diego Younes 

Moreno3 como un atributo del acto administrativo. Al respecto señala que el mismo: 
 

“Consiste en que los actos de la administración se presumen ajustados al 
ordenamiento jurídico; este rasgo, muy peculiar del acto administrativo, se fundamenta 
en la necesidad de confianza que demanda la administración a la comunidad jurídica.” 
 

Si bien este beneficio de que goza el acto administrativo se puede desvirtuar, la 
existencia de la presunción invierte la carga de la prueba, correspondiéndole ésta al 

demandante. Al respecto, Gustavo Humberto Rodríguez4 señala que la presunción: 
 

“Invierte la carga de la prueba; la administración no necesita demostrar en proceso 
judicial que el acto es legal, quien esté interesado en alegar su ilegalidad debe probarlo 
en juicio.” 

 
Así las cosas, en el caso en análisis, el examen de las Resoluciones 0193 del 7 de 

abril y 0312 del 11 de junio, ambas de 2021, proferidas por el Fondo de Previsión 
Social del Congreso de la República, debe hacerse a la luz de dicha presunción. 

 
En ese sentido, es necesario tener en cuenta que conforme con lo previsto en el 
Código General del Proceso lo legalmente presumido se tiene por cierto, salvo 

prueba en contrario, y que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 
normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 

 
Por consiguiente, solicito desde ya la aplicación en este proceso de la presunción de 
legalidad que ampara los actos demandados, así como la aplicación de la carga de la 

prueba que se deriva de tal presunción, carga que está en cabeza de la parte 
demandante. 

 
IV. RAZONES DE LA DEFENSA 
 

Como quiera que los hechos y pretensiones esgrimidos por el apoderado de la 
demandante pretenden que se ordene al Fondo de Previsión Social del Congreso de 
la República, acrecer en un 100% la mesada pensional que percibe con ocasión del 

fallecimiento de la señora JOSEFINA URIBE DE DIAZ CALLEJAS, ello desde ningún 
punto de vista resulta procedente, no solo por el contenido de la ilegalidad que 

conllevaría, sino por las razones expuestas en las Resoluciones 0193 del 7 de abri l  y 
0312 del 11 de junio, ambas de 2021, expedidas por mi procurada. 
 

Está claro y no es motivo de discusión y se encuentra acreditado en el plenario lo 
siguiente: 

  
ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 
 

Mediante Resolución No. 0092 de fecha 6 de marzo de 1997, FONPRECON 
reconoció una pensión mensual vitalicia de jubilación vejez a favor del señor 

MANUEL APOLINAR DIAZ CALLEJAS (Q.E.P.D.). 
 

 

2 Curso de Derecho Administrativo, 5ª Edición,  Editorial Jurídica Gustavo Ibañez, Bogotá 1.995, P.153. 
4 Ibídem.,  p. 242.   
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Por medio de la Resolución No. 1458 de 27 de octubre de 2010, se dejó en suspenso 

el reconocimiento de una sustitución pensional solicitada por las señoras YARLEDIS 
MARÍA GARAVITO GAIBAO y JOSEFINA URIBE DE DIAZ CALLEJAS, elevadas en 
condición de compañera permanente y cónyuge supérstite, respectivamente, con 

ocasión al fallecimiento del causante, hasta tanto la jurisdicción ordinaria definiera a 
quien le asiste mejor derecho.  

 
Las pretendidas beneficiarias, promovieron demanda de nulidad y restablecimiento 
del derecho en contra de la decisión de dejar en suspenso el reconocimiento 

pensional, proceso que conoció el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 
Segunda, Subsección A, dentro de los expedientes acumulados: 

250002325000201101111900 y 25000232500020110099500.  
 
Mediante proveído de 19 de septiembre de 2012, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, aprobó el acuerdo conciliatorio al 
que llegaron las solicitantes de la prestación en proporción del 50% a cada una de 

ellas.  
 
Mediante la Resolución No. 0906 de 13 de noviembre de 2012, FONPRECON, acató 

“la providencia fallo judicial y se sustituye una pensión de jubilación”. La Entidad que 
represento dio cumplimiento integral a lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, ordenando el reconocimiento de 50% a cada una de las beneficiarias. 
 
Según registro civil de defunción indicativo serial 04145817 la señora JOSEFINA 

URIBE DE DIAZ CALLEJAS (Q.E.P.D.) falleció el pasado 27 de agosto de 2020.  
 

Del acrecimiento pensional en la pensión de sobrevivientes. 
 
Conforme con la motivación de los actos administrativos demandados, se estudiaron 

las disposiciones legales alrededor del acrecimiento de la mesada pensional entre 
beneficiarios, advirtiendo, como se indicó en precedencia además los efectos de 

cosa juzgada.  
 
Ahora bien, el artículo 8 del Decreto 1889 de 1994, establece: 
 

<<ARTICULO 8o. DISTRIBUCION DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES. La 
pensión de sobrevivientes se distribuirá, en los sistemas generales de pensiones y de 
riesgos profesionales, así:  
1. El 50% para el cónyuge o compañera o compañero permanente del causante, y el 
otro 50% para los hijos de éste, distribuido por partes iguales.  
A falta de hijos con derecho o cuando su derecho se pierda o se extinga, la totalidad de 
la pensión corresponderá al cónyuge o compañera o compañero permanente del 
causante con derecho.  
A falta de cónyuge o compañera o compañero permanente o cuando su derecho se 
pierda o se extinga, la totalidad de la pensión corresponderá a los hijos con derechos 
por partes iguales.  
2. Si no hubiese cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, la 
pensión de sobrevivientes, corresponderá en su totalidad a los padres con derecho, por 
partes iguales.  
3. Si no hubiese cónyuge, compañero o compañera permanente, hijos o padres con 
derecho, en el régimen de prima media con prestación definida y en el sistema general 
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de riesgos profesionales, la pensión corresponderá a los hermanos inválidos con 
derecho por partes iguales, y en el régimen de ahorro individual los recursos de la 
cuenta individual harán parte de la masa sucesoral de bienes del causante. 
PARAGRAFO 1o. Cuando expire o se pierda el derecho de alguno de los beneficiarios 
del orden indicado en los numerales anteriores, la parte de su pensión acrecerá la 
porción de los beneficiarios del mismo orden. 
PARÁGRAFO 2o. La extinción del derecho de los beneficiarios del orden indicado en el 
numeral 1 de este artículo, implicará la expiración de la pensión sin que pase a los 
siguientes órdenes. 
Igual disposición se aplicará para los beneficiarios descritos en el numeral 2.>>  

 

Este Decreto fija los lineamientos de la distribución de la pensión de sobrevivien tes 
entre el cónyuge o compañero permanente y los hijos, y dispone como consecuencia 
de la expiración o pérdida del derecho, el acrecimiento a favor de los demás 

beneficiarios, tal como se desprende del Parágrafo 1°. No obstante, lo anterior, NO 
concibió el elemento de la distribución compartida entre cónyuge y compañero o 

compañera permanente.  
Por esto, vale citar lo que estipula el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, que precisa: 
 

<<Artículo 13. Los artículos 47 y 74 quedarán así: 
 
Artículo 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son beneficiarios de la 
pensión de sobrevivientes: 
 
(…) 
 
Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente, 
con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la 
pensión de que tratan los literales a) y b) del presente artículo, dicha pensión se 
dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido. 
 
(…)>>(Subrayado y negrita fuera de texto) 

 

De lo dicho anteriormente se infiere que cuando existe distribución de la prestación 

entre cónyuge y compañera permanente, como en efecto existió en el caso que nos 
ocupa, será el tiempo de convivencia el que defina la cuota en que debe concurrir 

cada una de las beneficiarias. 
 

En el mismo sentido y con relación a la importancia de la convivencia, conviene citar 
los argumentos esgrimidos por la H. Corte Constitucional, al estudiar la exequibilidad 

del literal b (parcial) del artículo 13 de la Ley 797 de 2003: 
 

<<(…) En estos términos, a pesar de que la Corte ha sostenido que el matrimonio y la 
unión marital de hecho son instituciones con especificidades propias y no plenamente 
asimilables, la jurisprudencia constitucional ha decantado que "los derechos conferidos 
a la familia que se conforma por cualquiera de las dos vías no son susceptibles de 
tratamiento diferencial cuando éste tiene como único fundamento su divergencia 
estructural"39. Por este motivo, la Corte llega a la conclusión de que el trato preferencial 
que establece la expresión demandada no es constitucional. 
 
10.2.6. En consecuencia, con el fin de eliminar la discriminación advertida y evitar un 
vacío en la regulación, la Corte considera que los argumentos expresados hasta el 
momento son suficientes para declarar la constitucionalidad condicionada de la 
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expresión "En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del 
fallecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero 
permanente, la beneficiaria o el beneficiario de la pensión de sobreviviente será la 
esposa o el esposo" contenida en el literal b del artículo 13 de la Ley 797 de 2003 que 
modificó el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, únicamente por los cargos analizados, 
en el entendido que además de la esposa o esposo, también es beneficiario de la 
pensión de sobrevivientes, el compañero o compañera permanente y dicha 
pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia con el 
fallecido. 
 
10.2.7. La adopción de este parámetro, por parte de esta Corporación, no es arbitraria. 
Surge al observar los criterios fijados por el propio legislador en el literal anterior de la 
norma cuando establece que "Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o 
compañera permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a 
percibir parte de la pensión de que tratan los literales a) y b) del presente artículo, 
dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia 
con el fallecido" 40 

 
(…)>>5 (Subraya y negrita fuera de texto) 

 

En conclusión, es el tiempo efectivamente convivido con el causante el que 

determina, en los eventos de distribución de la prestación entre cónyuge y 
compañera permanente, el porcentaje de la mesada pensional en que concurren, 

tiempo que como bien se dijo en los actos administrativos demandados NO varía con 
la muerte del cónyuge o de la compañera o compañera permanente.   
 

Por todo lo expuesto, el Fondo de Previsión Social del Congreso de la República, tal 
como se advierte en las Resoluciones acusadas, NO encontró procedente acceder al 

acrecimiento pensional reclamado, en virtud de que el Acuerdo Conciliatorio 
aprobado judicialmente reviste el carácter de cosa juzgada y con base en el hecho 
de el fallecimiento de una beneficiaria no implica modificación en el tiempo efectivo 

de convivencia con el causante, siendo este el factor que determina la medida del 
derecho.  

 
PETICIÓN 
 

Con base en lo anterior, solicitamos respetuosamente a la Señora Juez, denegar las 
pretensiones de la demanda. 
 

PRUEBAS 
 

Solicito se tengan como tales: 
 
Las obrantes en el expediente judicial. 

 
Proveído de 19 de septiembre de 2012, mediante el cual el Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, aprobó el acuerdo conciliatorio 
al que llegaron las solicitantes de la prestación en proporción del 50% a cada una de 
ellas. 

 

 
5 Sentencia C-1035 de 2008 M.P. Jaime Córdoba Triviño 
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Copia del expediente digital del señor MANUEL APOLINAR DIAZ CALLEJAS 

(q.e.p.d.). 
 

NOTIFICACIONES 
 
FONPRECON, su representante legal, recibiremos notificaciones en la carrera 10 
No. 24-55, piso 2, de la ciudad de Bogotá, o en la Secretaría del Juzgado, o en el 
buzón electrónico: 
 
notificacionesjudiciales@fonprecon.gov.co 
 
Correo electrónico del suscrito abogado: armandorondonr@hotmail.com 
 

En los términos del poder otorgado comedidamente solicito reconocerme personería. 
 
De la Señora Juez, atentamente, 

 
JOSÉ ARMANDO RONDÓN REYES 

C.C. Nº 19.394.944 de Bogotá 
T. P. Nº 109.262 del C.S.J. 

 
 
ACEPTO EL PODER OTORGADO POR EL DIRECTOR DE FONPRECON 

 
JOSÉ ARMANDO RONDÓN REYES 

C.C. Nº 19.394.944 de Bogotá 
T. P. Nº 109.262 del C.S.J. 
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FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Establecimiento Público adscrito al Ministerio de Salud y Protección Social 

 

Doctora   

ROSSE MAIRE MESA CEPEDA 

Juez Veintiuno Administrativo de Bogotá -Sección Segunda  
Bogotá D.C. 

      

EXPEDIENTE : 1001-33-35-021-2021-0383-00 

DEMANDANTE : YARLEDYS MARÍA GARAVITO GAIBAO 

DEMANDADO :  NACION- FONDO DE PREVISION SOCIAL DEL CONGRESO DE LA 

REPUBLICA (FONPRECON)   
                                             
FRANCISCO ÁLVARO RAMÍREZ RIVERA, mayor y vecino de esta ciudad, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 19.389.964 de Bogotá, en calidad de Director General del Fondo de Previsión Social 

del Congreso de la República, calidad que acredito con el Decreto 4274 del 11 de noviembre de 2008, 

posesionado del cargo mediante acta del 14 de noviembre del mismo año, establecimiento público 

del orden nacional, con domicilio en esta ciudad, adscrito al Ministerio de Salud y Protección Social, 

manifiesto a Usted que confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor JOSÉ ARMANDO 

RONDÓN REYES, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Bogotá, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 19.394.944 de Bogotá y titular de la tarjeta profesional de abogado No. 109.262 del 

Consejo Superior de la Judicatura, represente judicialmente a la Entidad y defienda los intereses de 

la misma, en el proceso de la referencia hasta su terminación.   

   

Queda facultado el doctor RONDÓN REYES, para recibir, conciliar conforme instrucciones del Comité 

de Conciliación y Defensa Judicial de la Entidad (Ley 446 de 1998 y Ley 640 de 2001) y en general 

todas aquellas que conlleven a la defensa de los intereses de la Entidad.   

   

FONPRECON recibe notificaciones en el buzón electrónico: notificacionesjudiciales@fonprecon.gov.co 

 

De acuerdo con el inciso 2° del artículo 5 del Decreto 806 de 2020 el correo electrónico del apoderado 

inscrito en el Registro Nacional de Abogados es: armandorondonr@hotmail.com.    

   

Sírvase Señora Juez, reconocerle personería en los términos del presente poder.   

   

Atentamente,   

   

 

FRANCISCO ÁLVARO RAMÍREZ RIVERA   

Director General                

 

 

ACEPTO:   JOSÉ ARMANDO RONDÓN REYES   

C. C. No.  19’394.944 de Bogotá   

T. P. No. 109.262 del C.S.J.   

 

Francisco Alvaro Ramirez 
Rivera

Firmado digitalmente por Francisco Alvaro 
Ramirez Rivera 
Fecha: 2022.06.22 15:22:10 -05'00'
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